CAUSA Nº 11212-M CCALP “ZUGASTI JOSE SANTIAGO C/ HOSP. INT. GRAL DE AGUDOS L.C. DE GANDULFO S/ PROCESO SUMARIO DE ILEGITIMIDAD - PREVISION”

En la ciudad de La Plata, a los tres  días del mes de Febrero del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “ZUGASTI JOSE SANTIAGO C/ HOSP. INT. GRAL DE AGUDOS L.C. DE GANDULFO S/ PROCESO SUMARIO DE ILEGITIMIDAD - PREVISION”, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial de Lomas de Zamora (expte. Nº -11212-M), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Gustavo Juan De Santis, Claudia Angélica Milanta y Gustavo Daniel Spacarotel.


El Tribunal resolvió plantear la siguiente

C U E S T I Ó N:

¿Es justa la sentencia apelada?

V O T A C I Ó N:

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

1. El actor, José Santiago Zugasti, a fojas 35/47, promueve demanda contencioso administrativa contra la Provincia de Buenos Aires.

Por la vía sumaria del artículo 67 de la ley 12.008 (t. seg. ley 13.101), persigue pronunciamiento que anule la Disposición n° 510/09 dictada por la Dirección Ejecutiva del Hospital Interzonal General de Agudos Luisa C. de Gandulfo, que limitara sus funciones como Jefe de Servicio de Coordinación de Cuidados Críticos, interino, reintegrándolo a un cargo anterior.

Historia acerca de sus antecedentes como dependiente del citado nosocomio, hasta arribar a la Resolución n° 3511 del 20.07.99 que lo designara en el cargo en el que fuera dado de baja.

Menciona su acceso a esa función mediante concurso.

A continuación reporta el contenido de la resolución n° 272 del 12.11.03, que dispusiera su continuidad interina en esa prestación (conf. res. n° 3511/99), como la baja decidida después a mérito del acto administrativo que trae a proceso.

Pondera en particular que la limitación de sus funciones no sobrevino como consecuencia de llamado a concurso alguno para cubrir su cargo de revista, poniendo énfasis en esa circunstancia como centro del agravio que lo lleva a deducir la acción anulatoria.

También da cuenta de la hipótesis de silencio para habilitar la instancia judicial.

Es extensa la consigna de las disposiciones legales que considera aplicables a su caso, como el detalle de los vicios que predica para la decisión que es objeto de su reproche.

A fojas 63/74 contesta demanda Fiscalía de Estado.

En esencia, ubica el foco de responde en el perfil interino que la parte demandada le asigna a la última designación del actor (Res. n° 272/03 y n° 676/06).

Se informa para ello en una inteligencia de limitación temporal (4 años) al alta por concurso, que habría colocado al actor, al vencimiento del período, en situación interina y de retorno a su cargo anterior de revista, tal y como fuera decidido por la autoridad pública.

Se abastece en la disposición del artículo 17 de la ley 10.471.

Luego de reconocer que la administración pública no llamó a concurso para cubrir la función del demandante, le resta importancia a ese suceso en la definición de los contornos de su situación de revista.

También destaca la aprobación de la nueva estructura orgánico funcional del hospital como argumento de la limitación de funciones del dependiente, en cuanto aquélla no tendría previstas sus funciones de revista.

A renglón seguido la parte demandada considera de a uno los vicios alegados con relación al acto administrativo de reubicación (disp. n° 510/09), para rechazar esos planteos y solicitar la suerte desfavorable por la que pugna.

Dicta sentencia la juez de la causa a fojas 178/187.

Se pronuncia anulando la disposición n° 510/09 dictada por la Dirección Ejecutiva del hospital demandado.

Distribuye las costas en el orden causado (art. 51 ley 12.008 cit.).

Para decidir ese desenlace, comienza por señalar la presencia en el nuevo diseño orgánico del nosocomio, del cargo de Jefe de Servicio de Terapia Intensiva (fs.110) para descartar uno de los fundamentos provistos por la autoridad demandada en relación a su desaparición, siendo que en esa circunstancia hubo de informar el interinato en la Jefatura de Coordinación de Cuidados Críticos, luego transformada (res. n° 366/09).

Superado ese primer análisis y después de un prolijo detalle de las normas aplicables, la juez de la causa valora, en los alcances del artículo 17 de la ley 10.471, una extensión temporal que trasciende los 4 años de designación mientras la autoridad pública no renueve el llamado a concurso para proveer un nuevo nombramiento.

Apreciando pues la ausencia de esa convocatoria deriva en el derecho del actor a permanecer en el cargo que le fuera discernido por concurso, mientras perdure esa situación de mora en el llamado.

Con ese cuadro decisorio llegan los autos a esta instancia de apelación.

Apela Fiscalía de Estado, a fojas 194/201, por recurso declarado admisible por este tribunal.

Corresponde considerarlo.

Esa labor emprenderé en lo que sigue.

2. Dirige sus agravios la parte impugnante a rebatir el argumento central de condena, en cuanto insiste acerca del carácter interino de la designación del actor en el cargo de Jefe de Servicio de Coordinación de Cuidados Críticos y la imposibilidad para él de informar un derecho adquirido a ese respecto.

También vuelve sobre el hecho de la ausencia de llamado a concurso, para descartar en ese comportamiento administrativo todo alcance suficiente para modificar las condiciones interinas en la situación de revista del demandante.

En cuanto al nombramiento original de este último, provisto por concurso, la apelante indica la presencia de error en la lógica de la sentencia pronunciada en tanto extendiera los alcances temporales hasta el nuevo llamado a concurso.

Pues bien, anticipo que los agravios no son de recibo.

En efecto, los valoro sin consistencia para quebrar un rumbo decisorio que se reporta sin error de juzgamiento.

Con ese horizonte, comienzo por destacar la ausencia de toda incidencia de la resolución agregada a fojas 203/205 para la causa, en la medida de su dictado posterior a la promoción del proceso y a la habilitación de éste en el espacio de la hipótesis de silencio prevista por el artículo 16 de la ley 12.008 (t. seg. ley 13.101), a la luz del relato de demanda y del consentimiento de esa situación por la autoridad llamada a juicio.

Ello así, la tardía emisión de ese acto administrativo (fs. 203) lo dejó fuera de debate, aunque ciertamente alcanzado por los efectos anulatorios que propicia la sentencia pronunciada y que habré de confirmar.

Dicho ello, ingresaré a los tópicos de queja.

El curso que siguiera la situación de revista del actor lo ubica inequívocamente en un cargo discernido por concurso en los términos de los artículos 8, 17 y 21 de la ley 10.471 (“Jefe de Servicio de Terapia Intensiva”, conf. Res. n° 3511/99).

También un transcurso en exceso del plazo de designación (4 años) con fuente en la inexistencia de un nuevo llamado a concurso (art. 17 ley cit.).

En ese historial cabe destacar asimismo los alcances de las resoluciones que mantuvieran al actor en la Jefatura asignada, aun cuando ésta sufriera una nueva nominación con fundamento en la limitación de la estructura orgánico funcional (“Jefe de Servicio de Coordinación de Cuidados Críticos” Interino), luego sustituida por la vigente que contempla la función de Jefe de Servicio de Terapia Intensiva, aspecto este destacado por la sentencia de primera instancia y sobre el cual no media controversia en alzada.

Ese cuadro forma mi convicción en dirección concordante con la sentencia pronunciada.

Advierto que en el origen de todo el derrotero seguido por el demandante luce un eje decisivo para valorar las variantes funcionales procuradas por la autoridad pública, y a éste constituido por su designación por concurso (res. n° 3511/99).

Los sucesos posteriores a esta última se reportan al mantenimiento de una situación de revista siempre en ese nivel, aunque adecuada a las contingencias funcionales sufridas por la limitación de la estructura orgánico funcional del hospital (res. n° 272/03 y res. n° 366/09) y sobre la cuales es ocioso discurrir en la medida en que la autoridad pública no adoptó un comportamiento consecuente con toda supresión de cargos en su impacto en el agente público.

A éste lo mantuvo sin variantes. 

Y, en esa situación lo encontró el nuevo diseño funcional, este sí contemplando las funciones de la Jefatura de Servicio que aquél obtuviera por concurso originalmente.

Por otra parte es dable destacar el contorno interino en la continuidad  del actor, al vencimiento de los cuatro años de su designación por concurso (res. n° 3511/99), perfil este procurado por la autoridad administrativa tanto en su sede como en esta instancia.

En ese contexto el único aspecto central a decidir transcurre por determinar los alcances del artículo 17 de la ley 10.471, pues todo cuanto ha sucedido en la ruta que siguiera el desempeño del actor tributa a esa extensión.

Pues bien, considero sin sostén el criterio que expone la parte demandada para conferir atribución discrecional a la autoridad administrativa para decidir la baja en la función con prescindencia de un nuevo llamado a concurso.

Ello acarrea también mi censura a la exégesis de interinato para las renovaciones posteriores al vencimiento del lapso primigenio, siendo que las contingencias de perfil estructural para la entidad pública carecen de toda impronta en la resolución del caso, tal y como lo he sostenido.

En tal sentido acuerdo con la interpretación que provee la sentencia pronunciada, en cuanto advierte sobre el concurso como condición de posibilidad para el cese que contempla el artículo 17 de la ley 10.471.

De esa disposición no puede extraerse un alcance que autorice a convertir en transitoria la permanencia del agente, pasados los cuatro años de su alta por concurso, ni tampoco que permita un ejercicio discrecional de limitación de funciones que se informe en un perfil interino que no resulta de la letra de la ley.

La expiración del plazo de designación no implica la transformación del alta por concurso en una susceptible a la limitación que decida en cualquier tiempo la autoridad administrativa.

De allí es que las consignas de las sucesivas renovaciones, posteriores a ese evento, carezcan de toda trascendencia por reportarse en pugna con la disposición legal aplicable (art. 17 cit.).

A partir del vencimiento del plazo de nombramiento éste se mantiene sin solución de continuidad y bajo las mismas condiciones de revista, hasta tanto se cumpla la condición revocatoria constituida por un nuevo acto de alta provisto por concurso (conf. art. 17 ley 10.471).

Esa exégesis es la que se aviene a un texto legal que sólo regula la condición de acceso a los cargos estables (art. 8 ley cit.) y, consecuentemente, la pérdida de la función correspondiente únicamente cuando se sufrague la exigencia suficiente de un nuevo llamado de cobertura. 

Y, no siendo ella la fuente de la baja del actor, las conclusiones de la sentencia atacada lucen ajustadas a un criterio de permanencia en el cargo que hago mío a mayor abundamiento, en cuanto es coincidente con todo cuanto he dejado expuesto.

Fortalece la conclusión el texto del artículo 47 de la ley 10.471, en tanto expone una dirección concordante a esa misma interpretación.

El fallo de la causa pues no reporta error de juzgamiento.
Por todo ello, expreso mi respuesta por la afirmativa.

Propongo:

Rechazar el recurso de apelación de la parte demandada y confirmar la sentencia atacada, en todo cuanto ha sido materia de sus agravios, con costas de la instancia en el orden causado (conf. arts. 166 CPBA; 12 inc. 1, 16, 51, 55, 56, 58, 59, 67 y ccs. ley 12.008, t. seg. ley 13.101).

Así lo voto.

A la cuestión planteada, los Dres. Milanta y Spacarotel adhieren a los fundamentos y solución propuesta por el Dr. De Santis, votando en idéntico sentido.
De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A:

Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, se rechaza el recurso de apelación de la parte demandada y se confirma la sentencia atacada, en todo cuanto ha sido materia de sus agravios, con costas de la instancia en el orden causado (conf. arts. 166 CPBA; 12 inc. 1, 16, 51, 55, 56, 58, 59, 67 y ccs. ley 12.008, t. seg. ley 13.101).

Por su actuación profesional en segunda instancia, regúlanse los honorarios del Dr. José Santiago Zugasti, letrado patrocinante de la parte actora, en la suma de PESOS NOVECIENTOS ($ 900), cantidad a la que se deberá adicionar el 10% (arts. 12 inc. a y 16, ley 6716 y modif.; 10, 15, 31, 54, 57 y concs., dec.-ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen oficiándose por Secretaría.

Firmado: Gustavo Juan De Santis. Juez. Claudia A. M. Milanta. Jueza. Gustavo Daniel Spacarotel Juez. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº  19 (S).

